
Dirección de Documentación, Biblioteca y Archivo
Departamento de Documentación

Noviembre, 2014
Fuentes: BOE y BOCG

Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de
las personas con discapacidad y de modificación del Código
Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa

Tributaria con esta finalidad.

Texto vigente y modificaciones que propone el Proyecto de Ley de la Jurisdicción
Voluntaria1

Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección
patrimonial de las personas con discapacidad y
de modificación del Código Civil, de la Ley de

Enjuiciamiento Civil y de la Normativa
Tributaria con esta finalidad.

[Texto consolidado]

Proyecto de Ley de la Jurisdicción
Voluntaria

[Derogaciones y modificaciones propuestas]

Artículo 5. Administración.

1. Cuando el constituyente del patrimonio protegido sea el
propio beneficiario del mismo,
su administración, cualquiera que sea la procedencia de
los bienes y derechos que lo integren, se sujetará a las
reglas establecidas en el documento público de
constitución.

2. En los demás casos, las reglas de administración,
establecidas en el documento público de constitución,
deberán prever la obligatoriedad de autorización judicial
en los mismos supuestos que el tutor la requiere respecto
de los bienes del tutelado, conforme a
los artículos 271 y 272 del Código Civil o, en su caso,
conforme a lo dispuesto en las normas
de derecho civil, foral o especial, que fueran aplicables.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior la
autorización no es necesaria cuando el beneficiario tenga
capacidad de obrar suficiente.

En ningún caso será necesaria la subasta pública para la
enajenación de los bienes o derechos que integran el

(Modificado parcialmente)
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patrimonio protegido no siendo de aplicación lo
establecido al efecto en el título XI del libro III de la Ley
de Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1881.

En todo caso, y en consonancia con la finalidad propia de
los patrimonios protegidos de satisfacción de las
necesidades vitales de sus titulares, con los mismos bienes
y derechos en él integrados, así como con sus frutos,
productos y rendimientos, no se considerarán
actos de disposición el gasto de dinero y el consumo de
bienes fungibles integrados en el patrimonio protegido,
cuando se hagan para atender las necesidades vitales de la
persona beneficiaria.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los
constituyentes o el administrador,
podrán instar al Ministerio Fiscal que solicite del juez
competente la excepción de la autorización judicial en
determinados supuestos, en atención a la composición del
patrimonio, las circunstancias personales de su
beneficiario, las necesidades derivadas de su minusvalía,
la solvencia del administrador o cualquier otra
circunstancia de análoga naturaleza.

4. Todos los bienes y derechos que integren el patrimonio
protegido, así como sus frutos, rendimientos o productos,
deberán destinarse a la satisfacción de las necesidades
vitales de su beneficiario, o al mantenimiento de la
productividad del patrimonio protegido.

5. En ningún caso podrán ser administradores las personas
o entidades que no puedan ser tutores, conforme a lo
establecido en el Código Civil o en las normas de derecho
civil, foral o especial, que, en su caso, fueran aplicables.

6. Cuando no se pudiera designar administrador conforme
a las reglas establecidas en el documento público o
resolución judicial de constitución, el juez competente
proveerá lo que corresponda, a solicitud del Ministerio
Fiscal.

7. El administrador del patrimonio protegido, cuando no
sea el propio beneficiario del mismo, tendrá la condición
de representante legal de éste para todos los actos de
administración de los bienes y derechos integrantes del
patrimonio protegido, y no requerirá el concurso de los
padres o tutor para su validez y eficacia.
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